


















Auto Civil. 

Radic. Inter.1957. 

Tomo I Folio 202 Rdo. 18001-31-03-001-2010-00254-01 

Demandante: CASA EDITORIAL EL TIEMPO S.A.. 

Demandado: EMPRESA COMERCIALIZADORA DE SERVICIOS EU Y CLARA YANETH LIEVANO.  

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

SALA QUINTA DE DECISIÓN 

 

Florencia, dos (2) de junio del año dos mil veinte (2020). 

 

 

Se encuentra el presente asunto a fin de dictar sentencia, si no fuera 

porque se observa que la parte ejecutada Empresa Comercializadora de 

Servicios EU., ha presentado solicitud de perdida de competencia, la que 

procede a resolverse conforme las siguientes:  

 

CONSIDERACIONES 

 

1º. Refiere la ejecutada Empresa Comercializadora de Servicios 

EU, que como la segunda instancia completa más de 4 años sin 

resolución, de conformidad con lo previsto en el art. 121 del C.G.P., esta 

funcionaria ha perdido competencia para seguir conociendo el asunto, 

razón por la cual debe darse informe a la Sala Administrativa del Consejo 

Superior de la Judicatura, y remitir el expediente al Magistrado que sigue 

en turno.   

 

2º. Revisada la actuación, tenemos que el presente asunto fue 

remitido en apelación de sentencia por el Juzgado Civil del Circuito de 

Descongestión de esta ciudad, siendo repartido a este Despacho el 8 de 

septiembre de 2014, y efectuándose su admisión por auto de 11 de 

diciembre de 2014.  

 

En el interregno, el recurrente promovió incidente de nulidad el 11 

de septiembre de 2014, fundado en la violación al debido proceso, al 

tener por notificada a la demandada Empresa Comercializadora de 
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Servicios EU, incidente que fue rechazado de plano mediante providencia 

de 21 de agosto de 2015.  

 

Por auto de 8 de julio de 2016, se prorrogó el termino para resolver 

la instancia por seis meses, decisión que fue notificada por estado del 12 

de julio de 2016. Luego, mediante providencia de 8 agosto de 2018, se 

corrió el traslado de que trataba el art. 360 del C.P.C. 

 

3º. Para resolver, debemos partir de considerar que el artículo 9° de 

la Ley 1395 de 2010 adicionó el artículo 124 del estatuto procesal civil, 

en los siguientes términos:   

 

“Parágrafo: En todo caso, salvo interrupción o suspensión del 

proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) 

año para dictar sentencia de primera instancia, contado a partir de la 

notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo 

a la parte demandada o ejecutada, ni a seis (6) meses para dictar 

sentencia en segunda instancia, contados a partir de la recepción del 

expediente en la Secretaría del Juzgado o Tribunal. 

 

Vencido el respectivo término sin haberse dictado la sentencia, el 

funcionario perderá automáticamente competencia para conocer del 

proceso, por lo cual, al día siguiente, deberá informarlo a la Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y remitir el 

expediente al Juez o Magistrado que le sigue en turno, quien proferirá 

la sentencia dentro del término máximo de dos (2) meses. Sin embargo, 

la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura podrá 

asignar el proceso a otro Juez o Magistrado si lo considera pertinente. 

El Juez o Magistrado que recibe el proceso deberá informar a la misma 

Corporación la recepción del expediente y la emisión de la sentencia.” 

(Negrilla fuera de texto) 

 

Dicha disposición, empezó a regir el 17 de junio de 2011 según las 

reglas del artículo 200 de la Ley 1450 de 2011. 
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Posteriormente, se expidió el Código General del Proceso, en cuyo 

artículo 121 se estableció “Duración del proceso. Salvo interrupción o 

suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso 

superior a un (1) año para dictar sentencia de primera o única instancia, 

contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o 

mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada. Del mismo 

modo, el plazo para resolver la segunda instancia, no podrá ser 

superior a seis (6) meses, contados a partir de la recepción del 

expediente en la secretaría del juzgado o tribunal.” 

 

“Vencido el respectivo término previsto en el inciso anterior sin 

haberse dictado la providencia correspondiente, el funcionario perderá 

automáticamente competencia para conocer del proceso, por lo cual, al 

día siguiente, deberá informarlo a la Sala Administrativa del Consejo 

Superior de la Judicatura y remitir el expediente al juez o magistrado 

que le sigue en turno, quien asumirá competencia y proferirá la 

providencia dentro del término máximo de seis (6) meses. La remisión 

del expediente se hará directamente, sin necesidad de reparto ni 

participación de las oficinas de apoyo judicial. (...) Será nula de pleno 

derecho la actuación posterior que realice el juez que haya perdido 

competencia para emitir la respectiva providencia.”(resaltado fuera de 

texto).  

 

Mediante el Acuerdo PSAA15-10392, el Consejo Superior de la 

Judicatura, dispuso la entrada en vigor de la integridad del Código 

General del Proceso, a partir del 1º de enero de 2016.  

 

En relación con la interpretación de dicha disposición, la Corte 

Suprema de Justicia, ha presentado varias posturas, desde la que expone 

que la hermenéutica más acorde a lo consagrado en el art. 121 del Código 

General del Proceso, es la que entiende que el plazo previsto en dicha 

norma, corre de forma objetiva, salvo interrupción o suspensión del 

litigio,  y que  al instituirse como una nueva causal de invalidez que 

opera de pleno derecho, se excluye cualquier forma de convalidación 

o saneamiento por el paso del tiempo o la inacción de las partes, por 



Auto Civil. 

Radic. Inter.1957. 

Tomo I Folio 202 Rdo. 18001-31-03-001-2010-00254-01 

Demandante: CASA EDITORIAL EL TIEMPO S.A.. 

Demandado: EMPRESA COMERCIALIZADORA DE SERVICIOS EU Y CLARA YANETH LIEVANO.  

tanto, la actuación posterior “es nula de pleno derecho”, sin importar la 

alegación tardía de esa invalidez (STC8849-2018 del 11 de julio de 2018, 

con ponencia del Magistrado Aroldo Quiroz Monsalve, reiterada en 

decisión STC14822-2018 del 14 de noviembre de 2018, del mismo 

magistrado), hasta la que arguye que el silencio de las partes conduce al 

saneamiento de la causal de nulidad prevista en  el art. 121del 

C.G.P., pues al no estar taxativamente prevista como insaneable, y al no 

ser una “nulidad especial”, no es posible catalogarla como “una anomalía 

procesal de imposible convalidación (Corte Suprema de Justicia Sala 

Civil, Sentencia STC-144492019. Oct. 23/19. M. P. Ariel Salazar). 

 

Recientemente, la Corte Constitucional, zanjó la discusión, al 

pronunciarse sobre la constitucionalidad del art. 121 mencionado, pues 

determinó la inexequibilidad de la expresión “de pleno derecho”, lo que 

implica que la nulidad en cuestión no opera de pleno derecho, sino que la 

alegación de las partes sobre la pérdida de la competencia y sobre la 

inminencia de la nulidad debe ocurrir antes de proferirse sentencia, y la 

nulidad puede ser saneada en los términos de los artículos 132 y 

subsiguientes del CGP, de allí que se deba integrar la unidad normativa 

con el resto del inciso sexto del artículo 121, que contempla la figura de 

pérdida automática de competencia por vencimiento de los términos 

legales. De este modo, la perdida de competencia queda supeditada al 

requerimiento de alguna de las partes para la aplicación de la 

previsión que sobre el particular hace el artículo 121 del CGP (Corte 

Constitucional, Sentencia C-443, Sep. 25/19). 

 

4º. Desde esta óptica, y siendo que en las presentes diligencias ha 

fenecido el término previsto en la norma en mención, para dictar 

sentencia, corresponde a esta funcionaria declarar la pérdida de 

competencia para conocer del presente asunto, por consiguiente se hace 

necesario que a través de la Secretaría de la Corporación se informe de la 

pérdida de competencia a la Sala Administrativa del Consejo Superior de 

la Judicatura y se remita el expediente a la Magistrada NURIA 

MAYERLY CUERVO ESPINOSA, quien sigue en tumo, para lo de su 

cargo. 



Auto Civil. 

Radic. Inter.1957. 

Tomo I Folio 202 Rdo. 18001-31-03-001-2010-00254-01 

Demandante: CASA EDITORIAL EL TIEMPO S.A.. 

Demandado: EMPRESA COMERCIALIZADORA DE SERVICIOS EU Y CLARA YANETH LIEVANO.  

 

5º. Es importante resaltar que lo precedente aconteció por el 

cúmulo de las acciones constitucionales y el conocer de las varias 

especialidades por ser Sala Única y pese a la insistencia por el Tribunal a 

través de varios oficios sobre la creación de las Salas Especializadas ante 

el Consejo Superior de la Judicatura – Sala Administrativa- no tuvo eco 

las solicitudes en tal sentido. 

 

Huelga recordar que en el despacho solo se cuenta con un cargo de 

auxiliar judicial, lo cual, con el cúmulo de trabajo hace que humanamente 

sea imposible evacuar los procesos en el término de ley.  

 

Por lo expuesto, se RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR la pérdida de competencia para seguir 

conociendo del presente asunto, de acuerdo con lo esbozado en 

precedencia. 

 

SEGUNDO: A través de Secretaría infórmese a la Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura esta decisión.  

 

TERCERO: Remítase las presentes diligencias a la magistrada 

que sigue en turno, Dra. NURIA MAYERLY CUERVO ESPINOSA 

para lo de su cargo. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

La Magistrada. 

 

 

 

DIELA H.L.M. ORTEGA CASTRO. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

SALA QUINTA DE DECISIÓN 

 

Florencia, dos (02) de junio del año dos mil veinte (2020). 

 

 

Se encuentra el presente asunto a fin de dictar sentencia, si no fuera 

porque se observa que la parte demandante -Inversiones Mesaji Ltda., e 

Inversiones la Rueda Ltda.-, ha presentado solicitud de pérdida de 

competencia, la que procede a resolverse conforme las siguientes:  

 

CONSIDERACIONES 

 

1º. Refiere la demandante que el término previsto en el art. 121 del 

Código General del proceso para resolver el recurso de apelación 

interpuesto contra la sentencia proferida el 11 de marzo de 2013, se 

encuentra más que vencido, a pesar de que fue objeto de prórroga, razón 

por la cual solicita se decrete la perdida de competencia de esta 

funcionaria, para seguir conociendo el asunto.  

 

2º. Revisada la actuación, tenemos que el presente asunto fue 

remitido en apelación de sentencia por el Juzgado Civil del Circuito de 

Descongestión de esta ciudad, siendo repartido a este Despacho el 3 de 

mayo de 2013, y efectuándose su admisión por auto de 6 de mayo de 

2013.  

 

El 28 de mayo de 2013, se corrió traslado para alegar, de 

conformidad con lo previsto en el art. 360 del C.P.C.  

 

Posteriormente, mediante auto de 8 de julio de 2016, se prorrogó el 

termino para resolver la instancia por seis meses, decisión que fue 

notificada por estado del 12 de julio de 2016.  
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3º. Para resolver, debemos partir de considerar que el artículo 9° de 

la Ley 1395 de 2010 adicionó el artículo 124 del estatuto procesal civil, 

en los siguientes términos:   

 

“Parágrafo: En todo caso, salvo interrupción o suspensión del 

proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) 

año para dictar sentencia de primera instancia, contado a partir de la 

notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo 

a la parte demandada o ejecutada, ni a seis (6) meses para dictar 

sentencia en segunda instancia, contados a partir de la recepción del 

expediente en la Secretaría del Juzgado o Tribunal. 

 

Vencido el respectivo término sin haberse dictado la sentencia, el 

funcionario perderá automáticamente competencia para conocer del 

proceso, por lo cual, al día siguiente, deberá informarlo a la Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y remitir el 

expediente al Juez o Magistrado que le sigue en turno, quien proferirá 

la sentencia dentro del término máximo de dos (2) meses. Sin embargo, 

la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura podrá 

asignar el proceso a otro Juez o Magistrado si lo considera pertinente. 

El Juez o Magistrado que recibe el proceso deberá informar a la misma 

Corporación la recepción del expediente y la emisión de la sentencia.” 

(Negrilla fuera de texto) 

 

Dicha disposición, empezó a regir el 17 de junio de 2011 según las 

reglas del artículo 200 de la Ley 1450 de 2011. 

 

Posteriormente, se expidió el Código General del Proceso, en cuyo 

artículo 121 se estableció “Duración del proceso. Salvo interrupción o 

suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso 

superior a un (1) año para dictar sentencia de primera o única instancia, 

contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o 

mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada. Del mismo 

modo, el plazo para resolver la segunda instancia, no podrá ser 
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superior a seis (6) meses, contados a partir de la recepción del 

expediente en la secretaría del juzgado o tribunal.” 

 

“Vencido el respectivo término previsto en el inciso anterior sin 

haberse dictado la providencia correspondiente, el funcionario perderá 

automáticamente competencia para conocer del proceso, por lo cual, al 

día siguiente, deberá informarlo a la Sala Administrativa del Consejo 

Superior de la Judicatura y remitir el expediente al juez o magistrado 

que le sigue en turno, quien asumirá competencia y proferirá la 

providencia dentro del término máximo de seis (6) meses. La remisión 

del expediente se hará directamente, sin necesidad de reparto ni 

participación de las oficinas de apoyo judicial. (...) Será nula de pleno 

derecho la actuación posterior que realice el juez que haya perdido 

competencia para emitir la respectiva providencia.”(resaltado fuera de 

texto).  

 

Mediante el Acuerdo PSAA15-10392, el Consejo Superior de la 

Judicatura, dispuso la entrada en vigor de la integridad del Código 

General del Proceso, a partir del 1º de enero de 2016.  

 

En relación con la interpretación de dicha disposición, la Corte 

Suprema de Justicia, ha presentado varias posturas, desde la que expone 

que la hermenéutica más acorde a lo consagrado en el art. 121 del Código 

General del Proceso, es la que entiende que el plazo previsto en dicha 

norma, corre de forma objetiva, salvo interrupción o suspensión del 

litigio,  y que  al instituirse como una nueva causal de invalidez que 

opera de pleno derecho, se excluye cualquier forma de convalidación 

o saneamiento por el paso del tiempo o la inacción de las partes, por 

tanto, la actuación posterior “es nula de pleno derecho”, sin importar la 

alegación tardía de esa invalidez (STC8849-2018 del 11 de julio de 2018, 

con ponencia del Magistrado Aroldo Quiroz Monsalve, reiterada en 

decisión STC14822-2018 del 14 de noviembre de 2018, del mismo 

magistrado), hasta la que arguye que el silencio de las partes conduce al 

saneamiento de la causal de nulidad prevista en  el art. 121del 

C.G.P., pues al no estar taxativamente prevista como insaneable, y al no 
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ser una “nulidad especial”, no es posible catalogarla como “una anomalía 

procesal de imposible convalidación (Corte Suprema de Justicia Sala 

Civil, Sentencia STC-144492019. Oct. 23/19. M. P. Ariel Salazar). 

 

Recientemente, la Corte Constitucional, zanjó la discusión, al 

pronunciarse sobre la constitucionalidad del art. 121 mencionado, pues 

determinó la inexequibilidad de la expresión “de pleno derecho”, lo que 

implica que la nulidad en cuestión no opera de pleno derecho, sino que la 

alegación de las partes sobre la pérdida de la competencia y sobre la 

inminencia de la nulidad debe ocurrir antes de proferirse sentencia, y la 

nulidad puede ser saneada en los términos de los artículos 132 y 

subsiguientes del CGP, de allí que se deba integrar la unidad normativa 

con el resto del inciso sexto del artículo 121, que contempla la figura de 

pérdida automática de competencia por vencimiento de los términos 

legales. De este modo, la perdida de competencia queda supeditada al 

requerimiento de alguna de las partes para la aplicación de la 

previsión que sobre el particular hace el artículo 121 del CGP (Corte 

Constitucional, Sentencia C-443, Sep. 25/19). 

 

4º. Desde esta óptica, y siendo que en las presentes diligencias ha 

fenecido el término previsto en la norma en mención, para dictar 

sentencia, corresponde a esta funcionaria declarar la pérdida de 

competencia para conocer del presente asunto, por consiguiente se hace 

necesario que a través de la Secretaría de la Corporación se informe de la 

pérdida de competencia a la Sala Administrativa del Consejo Superior de 

la Judicatura y se remita el expediente a la Magistrada NURIA 

MAYERLY CUERVO ESPINOSA, quien sigue en tumo, para lo de su 

cargo. 

 

5º. Es importante resaltar que lo precedente aconteció por el 

cúmulo de las acciones constitucionales y el conocer de las varias 

especialidades por ser Sala Única y pese a la insistencia por el Tribunal a 

través de varios oficios sobre la creación de las Salas Especializadas ante 

el Consejo Superior de la Judicatura – Sala Administrativa- no tuvo eco 

las solicitudes en tal sentido. 
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Huelga recordar que en el despacho solo se cuenta con un cargo de 

auxiliar judicial, lo cual, con el cúmulo de trabajo hace que humanamente 

sea imposible evacuar los procesos en el término de ley.  

 

Por lo expuesto, se RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR la pérdida de competencia para seguir 

conociendo del presente asunto, de acuerdo con lo esbozado en 

precedencia. 

 

SEGUNDO: A través de Secretaría infórmese a la Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura esta decisión.  

 

TERCERO: Remítase las presentes diligencias a la magistrada 

que sigue en turno, Dra. NURIA MAYERLY CUERVO ESPINOSA 

para lo de su cargo. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

La Magistrada. 

 

 

 

DIELA H.L.M. ORTEGA CASTRO. 

 

 



Asunto: Acción de Tutela I  

Accionante: Diego Alejandro Guzmán Mejía. 

Accionado: Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Florencia. 

Radicado: 2020-00103-00 

 
República de Colombia 

Consejo Superior de la Judicatura 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Florencia 

Sala Segunda de Decisión  
 
 
Proceso: Acción de Tutela 
Accionante: Diego Alejandro Guzmán Mejía. 
Accionado: Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Florencia. 
Radicación: 18001-22-08-000-2020-00103-00 
Aprobado según Acta Nro. 45 
  

Florencia, dos (02) de junio de dos mil veinte (2020). 
 

Magistrado Ponente: MARIO GARCÍA IBATÁ. 

 

1.  OBJETO DEL PRESENTE FALLO: 

 

Procede la Sala a resolver de fondo la acción de tutela presentada por el señor Diego 

Alejandro Guzmán Mejía contra el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Florencia, Caquetá. 

 

2.  ANTECEDENTES: 

2.1. LA ACCIÓN Y SUS FUNDAMENTOS: 

 

El señor Diego Alejandro Guzmán Mejía presentó acción de tutela dirigida a obtener la 

protección de sus derechos fundamentales, que manifiesta le fueron vulnerados por el 

Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Florencia, Caquetá, 

al omitir pronunciarse frente a la concesión del beneficio de la libertad condicional.  

 

Como sustento de su petición indicó que: i) en diciembre de 2019 solicitó ante el Juzgado 

Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Florencia el beneficio de 

libertad condicional; ii) mediante auto interlocutorio No. 0117 del 31 de enero de 2020 se 

la negaron por no cumplir con los requisitos exigidos en el artículo 480 y 471 de la Ley 906 

de 2004, por lo cual solicitaron a la oficina jurídica del Establecimiento Penitenciario las 

Heliconias que hiciera llegar la documentación pertinente, los cuales fueron enviados el 

7 de febrero y a la fecha no ha obtenido respuesta. 

  

2.2. ACTUACIÓN PROCESAL: 



Asunto: Acción de Tutela I  

Accionante: Diego Alejandro Guzmán Mejía. 

Accionado: Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Florencia. 

Radicado: 2020-00103-00 

 

La acción anterior correspondió al Despacho del Magistrado que hoy funge como 

ponente, quien la admitió y dispuso su trámite en la forma prevista en el Decreto 2591 de 

1991, requiriendo a la autoridad judicial accionada, para que se pronunciara sobre los 

hechos y pretensiones y ejerciera el derecho de contradicción. 

 

 2.3. RESPUESTA DE LA ACCIONADA 

2.3.1. JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE 

FLORENCIA, CAQUETÁ: 

 

El titular del Despacho Judicial ofreció respuesta al requerimiento Constitucional, 

manifestando que, conoce de la vigilancia de las penas que fueron impuestas al 

condenado Diego Alejandro Guzmán Mejía, por el Juzgado Quinto Penal Municipal con 

Función de Conocimiento  de Bogotá D.C, mediante sentencia del 7 de julio de 2017, a la 

pena principal de 57 meses y 15 días de prisión y a la accesoria de inhabilidad en el ejercicio 

de derechos y funciones públicas por un periodo igual a la pena principal al encontrarlo 

responsable del delito de hurto calificado y agravado consumado y que se le negó la 

suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria. 

 

Indicó que, en providencia del 20 de mayo hogaño, resolvió “...PRIMERO: CONCEDER a 

DIEGO ALEJANDRO GUZMAN MEJIA, la LIBERTAD CONDICIONAL solicitada, quien se somete 

a un periodo de prueba de 20 MESES, debiendo prestar caución juratoria, y suscribir 

diligencia de compromiso de que trata el artículo 65 del Código Penal, incluyendo el 

compromiso de cumplir el aislamiento preventivo domiciliario por 14 días, conforme se 

señaló en la parte motiva de la presente decisión......SEGUNDO: Cancelada la caución y 

suscrita la diligencia de compromiso, LÍBRESE BOLETA DE LIBERTAD a favor de DIEGO 

ALEJANDRO GUZMAN MEJIA, ante el Director del Establecimiento Penitenciario Las 

Heliconias de Florencia. No obstante, la LIBERTAD SE LE OTORGA SIEMPRE Y CUANDO NO 

SE ENCUENTRE REQUERIDO POR OTRA AUTORIDAD JUDICIAL, CASO EN EL CUAL SE 

DEJARÁ A SU DISPOSICIÓN, ya que no existe en el proceso constancia al 

respecto......TERCERO: PREVENIR al sentenciado DIEGO ALEJANDRO GUZMAN MEJIA, para 

que una vez se materialice su derecho fundamental a la libertad, inicie la fase de aislamiento 

preventivo domiciliario por el término de catorce (14) días, conforme a lo establecido por las 

autoridades administrativas sanitarias del país......CUARTO: COMUNICAR la presente 

decisión a la SECRETARIA DE SALUD DEPARTAMENTAL DEL CAQUETÁ, para que adelante el 

seguimiento al aislamiento preventivo domiciliario del ciudadano DIEGO ALEJANDRO 
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GUZMAN MEJIA, conforme a sus competencias......QUINTO: COMISIONAR a la OFICINA 

JURÍDICA DEL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO LAS HELICONIAS, a efectos de notificar 

la presente decisión al sentenciado DIEGO ALEJANDRO GUZMAN MEJIA, quien se encuentra 

recluido en dicho Centro Penitenciario......SEXTO: Contra esta providencia proceden los 

recursos de reposición y apelación...”, como consecuencia indicó que se emitió el 

Despacho Comisorio 157 ante el Establecimiento Penitenciario Las Heliconias para 

notificar de manera personal la determinación al accionante, en este mismo orden se 

emitió boleta de libertad No. 79. 

 

Finalmente indicó que el despacho no ha vulnerado derecho fundamental del actor, que 

por el contrario le ha garantizado los derechos y garantías que le asisten, por lo cual 

solicitó declarar la improcedencia de la acción. 

 

              3.  CONSIDERACIONES DE LA SALA: 

3.1. REQUISITOS GENERALES DE FORMA: 

 

No existe reparo alguno en relación con la competencia de esta Corporación para 

conocer en primera instancia de la acción de tutela formulada contra un Despacho 

Judicial sobre el cual tiene competencia funcional. Como el amparo puede ser ejercido en 

todo momento y lugar por cualquier persona que estime vulnerados o amenazados sus 

derechos fundamentales (art. 10 Dto. 2591/91), el interés del accionante está presente y 

la solicitud de tutela se adecua a las exigencias mínimas que se establecen para ejercer la 

acción (art. 14 del citado Decreto). 

 

3.2. PROBLEMA JURÍDICO PRINCIPAL: 

 

Concierne a la Sala determinar si la parte convocada por pasiva desconoció las garantías 

fundamentales al debido proceso del señor Diego Alejandro Guzmán Mejía, al omitir 

pronunciarse frente a la concesión del beneficio de la libertad condicional.  

 

              3.3.   PREMISAS NORMATIVAS: 

              3.3.1. DEL DERECHO DE PETICIÓN ANTE LAS AUTORIDADES JUDICIALES: 
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En lo que respecta al derecho de petición ante las autoridades judiciales, la Corte 

Constitucional ha precisado1  sus alcances al manifestar que si bien es cierto que el 

derecho de petición puede ejercerse ante los jueces y en consecuencia éstos se 

encuentran en la obligación de tramitar y responder las solicitudes que se les presenten, 

también lo es que “el juez o magistrado que conduce un proceso judicial está sometido -

como también las partes y los intervinientes- a las reglas del mismo, fijadas por la ley, lo que 

significa que las disposiciones legales contempladas para las actuaciones administrativas no 

son necesariamente las mismas que debe observar el juez cuando le son presentadas 

peticiones relativas a puntos que habrán de ser resueltos en su oportunidad procesal y con 

arreglo a las normas propias de cada juicio (artículo 29 C.P.).”2  

 

En este sentido, la Corte Constitucional señaló que debe hacerse una distinción entre los 

actos de carácter jurisdiccional y los administrativos, para lo que expresó: “debe 

distinguirse con claridad entre aquellos actos de carácter estrictamente judicial y los 

administrativos que pueda tener a su cargo el juez. Respecto de estos últimos son aplicables 

las normas que rigen la actividad de la administración pública, es decir, en la materia bajo 

análisis, las establecidas en el Código Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 1984).”3  

 

En ese orden de ideas, ésa Alta Corporación ha establecido que el trámite de las 

peticiones ante las autoridades judiciales son de dos tipos, las de asuntos administrativos 

cuyo trámite debe darse en los términos del derecho de petición consagrado en el 

artículo 23 de la Constitución y el Código Contencioso Administrativo, dentro de las 

cuales se pueden mencionar la solicitud de copias; y las de carácter judicial o 

jurisdiccional, que deben tramitarse de conformidad con los procedimientos propios de 

cada juicio, por lo que la omisión del funcionario judicial en resolver las peticiones 

formuladas en relación con los asuntos administrativos constituirán una vulneración al 

derecho de petición, en tanto que la omisión de atender las solicitudes propias de la 

actividad jurisdiccional, configuran una violación del debido proceso4  y del derecho al 

acceso de la administración de justicia5,  en la medida en que dicha conducta, al 

desconocer los términos de ley sin motivo probado y razonable, implica una dilación 

 
1 Sentencia T-334 de 1995. 
2 Ídem. 
3 Ídem. 
4 Sentencias T-377 de 2000; T-178 de 2000; T-007 de 1999, T-604 de 1995.  
5 Sentencia T-006 de 1992; T-173 de 1993; C-416 de 1994 y T-268 de 1996. 
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injustificada6  dentro del proceso judicial, la cual está proscrita por el ordenamiento 

constitucional (C.P., Arts. 29 y 229). 

 

3.4. PREMISAS FÁCTICAS: 

 

Descendiendo al caso que ocupa la atención de la Corporación, se tiene que el señor 

Diego Alejandro Guzmán Mejía instauró acción de tutela encaminada a obtener la 

protección de sus derechos fundamentales que afirma le vienen siendo vulnerados por la 

parte accionada al omitir pronunciarse frente a la concesión del beneficio de la libertad 

condicional.  

 

Por su parte la titular del Juzgado accionado, adujo que mediante auto interlocutorio 0721 

del 20 de mayo de 2020 dio respuesta a la solicitud del accionante en la cual resolvió 

conceder el beneficio de libertad condicional ante el cumplimiento de los requisitos 

establecidos. En este sentido emitió boleta de libertad No. 079 del 20 de mayo de 2020 y 

comisionó a la Oficina Jurídica del Establecimiento Penitenciario las Heliconias de 

Florencia para que notificara la decisión al sentenciado Diego Alejandro Guzmán Mejía. 

 

Si bien la acción de tutela tuvo su génesis en la negativa de la accionada a pronunciarse 

respecto de la solicitud antes relacionada, es un hecho demostrado que el Juzgado 

Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Florencia, Caquetá, mediante 

auto interlocutorio No. 0721 del 20 de mayo de 2020 ofreció respuesta de fondo a la 

reclamación presentada por el señor Diego Alejandro Guzmán Mejía, en sentido 

favorable decisión que se encuentra en trámite de notificación.  

 

Así las cosas, al haberse satisfecho lo pretendido por el accionante y brindando una 

respuesta clara, de fondo y que responde a lo requerido por el mismo, se ha configurado 

lo que la jurisprudencia ha denominado como carencia actual de objeto, por existir dentro 

del proceso un hecho superado, lo que de contera conlleva a negar la protección 

invocada. 

 

En virtud de lo anterior el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Florencia – Caquetá, 

en Sala Segunda de Decisión, administrando justicia en nombre de la República y por 

 
6 Sentencia  T-368. 
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autoridad de la Ley,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR, por la ocurrencia de hecho superado la solicitud de tutela elevada por 

el señor Diego Alejandro Guzmán Mejía, por las razones expuestas en la parte motiva de 

la presente providencia.  

 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes e intervinientes por el medio más expedito posible, 

advirtiéndoles que esta decisión podrá ser impugnada dentro de los tres (3) días 

siguientes a su notificación. 

 

TERCERO: En el evento de no ser impugnada esta providencia, se enviará al día siguiente 

el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo prevé el 

artículo 32-2° del Decreto 2591 de 1991.  

 

Notifíquese y Cúmplase,  

  
 

 
MARIO GARCÍA IBATÁ 
Magistrado Ponente 
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